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Dirigido a: 
Docentes relacionados en listado anexo de la resolución 20251700052024 del 30 de abril de 2025 
Popayán – Cauca 
 
Asunto: Notificación Sentencia No. 275 del 17 de septiembre de 2025 
 
Cordial saludo,  
 
La Secretaría de Educación Municipal de Popayán, Notificación de providencia judicial 
 
En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo segundo de la Sentencia No. 275 del 17 de 
septiembre de 2025, proferida por el Juzgado Primero Municipal de Pequeñas Causas 
Laborales de Popayán, dentro de la Acción de Tutela con radicado 19-001-41-05-001-2025-
10301-00, interpuesta por la señora Claudia Margarita Chanchí Golondrino contra la Alcaldía 
Municipal de Popayán y la Secretaría de Educación del Municipio de Popayán, me permito 
notificarle la citada providencia. 
 
En lo pertinente, el fallo resolvió: 
 
“SEGUNDO: ORDENAR a la ALCALDÍA MUNICIPAL DE POPAYÁN y SECRETARÍA DE 
EDUCACIÓN DEL MUNICIPIO DE POPAYÁN para que, efectúe la NOTIFICACIÓN de la 
presente providencia a las personas relacionadas en las Resoluciones No. 
20251700052024 del 30 de abril de 2025 y No. 20251700037104 del 07 de abril de 2025.” 
 

La mencionada sentencia, en su artículo SEGUNDO, ordenó a esta entidad la notificación a las 
personas relacionadas en las Resoluciones Nos. 20251700052024 del 30 de abril de 2025 y 
20251700037104 del 7 de abril de 2025, dentro de las cuales ustedes se encuentran vinculados, 
con el fin de dar a conocer el fallo de tutela. 
 

En consecuencia, se les remite copia íntegra de la citada Sentencia No. 275, a los siguientes 
ciudadanos 
 
Resolución No. 20251700052024 del 30 de abril de 2025 – Terminación encargos en 
vacancia temporal de directivo docente coordinador: 
 

Cédula Nombres y Apellidos 
Cargo 
Base 

Institución 
Educativa Asignada 

Área Educativa 

4.695.529 
CARLOS MUÑOZ 
ORDOÑEZ 

Docente 
de aula 

I.E. Metropolitano 
María Occidente 

Primaria 

6.318.707 
JAIRO ALBERTO 
RENGIFO OSORIO 

Docente 
de aula 

I.E. Carlos M. 
Simmonds 

Primaria 
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Cédula Nombres y Apellidos 
Cargo 
Base 

Institución 
Educativa Asignada 

Área Educativa 

10.294.175 
EYDER ALEXANDER 
DORADO SANTA 

Docente 
de aula 

I.E. Tomás Cipriano 
de Mosquera 

Ciencias Naturales y 
Educ. Ambiental 

27.087.039 
ANA DEL CARMEN 
ASCUNTAR SANTACRUZ 

Docente 
de aula 

I.E. Comercial del 
Norte 

Primaria 

34.319.430 
CLAUDIA XIMENA 
PALACIO SÁNCHEZ 

Docente 
de aula 

I.E. Francisco 
Antonio de Ulloa 

Primaria 

34.542.655 
GRACIELA ENITH MUÑOZ 
PORRAS 

Docente 
de aula 

I.E. Liceo Alejandro 
de Humboldt 

Primaria 

34.555.506 
YANNET PATRICIA CRUZ 
CERÓN 

Docente 
de aula 

I.E. José Eusebio 
Caro 

Primaria 

34.559.278 
SANDRA YANNETH COBO 
BOLAÑOS 

Docente 
de aula 

I.E. Metropolitano 
María Occidente 

Preescolar 

34.567.761 
CLAUDIA MARGARITA 
CHANCHI GOLONDRINO 

Docente 
de aula 

I.E. John F. Kennedy 
Ciencias Naturales – 
Química 

76.324.437 
GUSTAVO ADOLFO 
MORALES MUÑOZ 

Docente 
de aula 

I.E. Noroccidente La 
Tetilla 

Tecnología e 
Informática 

 
Respecto a la Resolución No. 20251700037104 del 7 de abril de 2025, me permito precisar que 
dicho acto administrativo no corresponde a una terminación de encargo, sino que obedece a la 
renuncia voluntaria presentada por el docente Dídimo Hernán Caicedo Pazmiño, lo cual no hace 
parte de dicha orden judicial. 
 
Cordialmente, 

 
 

Juan Sebastián Maya Hurtado 
Profesional Universitario 01 

Talento Humano– S.E.M. Popayán 
 

Proyectó: Ana Isabel Zúñiga Daza (Aux. Administrativo Talento Humano) 
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REPUBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO PRIMERO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES 

POPAYAN – CAUCA 
19001-41-05-001 

 
DIECISIETE (17) DE SEPTIEMBRE DE DOS MIL VEINTICINCO (2025) 

 
El JUZGADO PRIMERO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE 
POPAYÁN, en ejercicio de sus competencias constitucionales y legales, 
particularmente las previstas en los artículos 86 de la Constitución Política, Decreto 
2591 de 1991 y Decreto 306 de 1992, dentro del proceso de la referencia, profiere la 
siguiente,  

SENTENCIA No. 275 
 
1. SUJETOS DEL PROCESO. 

 

ACCIONANTE 
CLAUDIA MARGARITA CHANCHI GOLONDRINO a través de 
Apoderado Judicial Dr. JORGE ELIECER OREJUELA MOLANO. 

ACCIONADA 
ALCALDÍA MUNICIPAL DE POPAYÁN y SECRETARÍA DE 
EDUCACIÓN DEL MUNICIPIO DE POPAYÁN. 

VINCULADOS 

GUSTAVO ADOLFO MORALES MUÑOZ, CLAUDIA XIMENA 
PALACIO SANCHEZ, GRACIELA ENITH MUÑOZ PORRAS, ANA 
DEL CARMEN ASCUNTAR SANTACRUZ, SANDRA YANNETH 
COBO BOLAÑOS y JAIRO ALBERTO RENGIFO OSORIO. 

 
2. DERECHOS FUNDAMENTALES INVOCADOS. 
 
El señor JORGE ELIECER OREJUELA MOLANO, actuando como apoderado judicial 
de CLAUDIA MARGARITA CHANCHI GOLONDRINO, pretende que se le garanticen y 
protejan a su poderdante los derechos fundamentales al debido proceso, mínimo vital, 
estabilidad laboral relativa, dignidad humana, vida digna, igualdad, trabajo y a la 
seguridad social. 
 
3. PRETENSIONES. 

El accionante solicita que, previa protección de los derechos fundamentales de su 
poderdante los cuales considera vulnerados por la terminación abrupta de su encargo 
como directiva docente coordinadora, se ordene revocar las resoluciones mediante las 
cuales se dio por terminado su vínculo laboral y se ordene su reintegro inmediato al 
cargo que venía desempeñando o a uno de igual o mayor jerarquía y remuneración, sin 
solución de continuidad, restableciendo así su situación anterior al acto lesivo. 
Asimismo, busca que se condene a la accionada al pago integral de todas las sumas 
dejadas de percibir por concepto de salarios y prestaciones sociales desde la fecha de 
terminación del encargo, en reconocimiento de que su separación presuntamente fue 
irregular y careció de sustento legal.  
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4. SUSTENTO FÁCTICO. 

Manifiesta el togado que la señora CLAUDIA MARGARITA CHANCHI GOLONDRINO 
se desempeñaba como directivo docente coordinadora en encargo en la Institución 
EDUCATIVA NORMAL SUPERIOR DE POPAYÁN, tras haber sido trasladada, debido a 
una vacancia definitiva en el cargo. Se informa que, previamente, desde 2014, ocupaba 
un cargo de coordinadora en la IE Jhon F. Kennedy y, posteriormente, en la IE Cesar 
Negret de manera temporal. 

Expone que, mediante oficio de mayo de 2025, la Secretaría de Educación Certificada 
del Municipio de Popayán (SECMP) le comunicó la terminación de su encargo, efectiva 
a partir del 8 de mayo, a través de actos administrativos que no le fueron notificados 
personalmente y contra los cuales no se preveía recurso alguno. La decisión se basó en 
resoluciones emitidas en abril de 2025 que, según el accionante, carecieron de 
motivación clara y no se ajustaron a la realidad fáctica ni jurídica. 

Alega que, el cargo de directivo docente coordinador que ocupaba la señora Chanchi 
Golondrino se encontraba en vacancia definitiva, pero no había sido sometido a 
concurso público de méritos por la Comisión Nacional del Servicio Civil, conforme lo 
exigen la Ley 909 de 2004 y el Decreto Ley 1278 de 2002, añadiendo que mientras no 
se surta dicho concurso y se nombre a un titular en propiedad, la accionante gozaba de 
estabilidad laboral relativa reforzada. 

Informa que, la administración municipal alegó que la terminación del encargo obedecía 
al cumplimiento de una orden judicial contenida en la Sentencia No. 045 de 2025, la 
cual ordenaba al municipio establecer un cronograma para traslados ordinarios de 
docentes. Sin embargo, dicha sentencia no ordenaba la terminación inmediata de 
encargos ni la realización de traslados fuera de los términos legales. 

Enuncia que, señora Chanchi Golondrino cumplía con todos los requisitos para el 
encargo, pues contaba con evaluaciones de desempeño sobresalientes y no 
presentaba sanciones disciplinarias. Además, había recibido reconocimientos por su 
labor y se encontraba cursando estudios de doctorado en educación. 

Añade que, terminación abrupta del encargo le generó perjuicios irremediables, tales 
como afectación emocional, deterioro económico debido al cambio de jornada laboral, 
gastos adicionales para el cuidado de su hija y padres, y afectación de su salario y 
prestaciones sociales. Asimismo, considera se vulneró su derecho al mínimo vital y 
móvil. 

Manifiesta que, La SECMP no demostró la existencia de convenios interadministrativos 
ni de razones de seguridad que justificaran la terminación del encargo, ni tampoco 
acreditó la realización de un nuevo estudio técnico para modificar la planta de personal. 
Por el contrario, existían acuerdos del Ministerio de Educación Nacional para respetar la 
planta de personal docente y directivo del Cauca y Popayán. 

Sostiene que, administración incurrió en vicios de procedimiento al no permitir el 
derecho de defensa, no notificar debidamente los actos administrativos, omitir la 
motivación legal y carecer de competencia para terminar el encargo sin haber surtido el 
concurso respectivo. Además, se configuró una vía de hecho al actuar al margen de la 
ley. 
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Finalmente, que la medida afectó no solo a la señora Chanchi Golondrino, sino también 
el servicio educativo, ya que varios cargos de coordinación quedaron vacantes sin 
remplazo inmediato, perjudicando a la comunidad educativa y vulnerando el principio de 
interés superior del menor. 

5. RESPUESTA DE LAS ACCIONADAS Y VINCULADOS. 

La SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEL MUNICIPIO DE POPAYÁN, sostiene que los 
actos administrativos que dieron por terminado el encargo de la señora CLAUDIA 
MARGARITA CHANCHI GOLONDRINO son plenamente válidos y eficaces, ya que no 
fueron impugnados mediante los recursos legales disponibles durante su oportunidad 
procesal, que solo un juez o tribunal de lo contencioso administrativo tendría 
competencia para revocarlos, no así un juez de tutela, por lo que considera 
improcedente la acción interpuesta. 

Señala que la figura del encargo en cargos directivos docentes es transitoria y 
discrecional, sujeta a las necesidades del servicio y a la disponibilidad presupuestal, y 
no genera derechos adquiridos, conforme a lo dispuesto en el Decreto 3020 de 2002, 
que establece los parámetros para la designación de coordinadores según el número 
de estudiantes, y en jurisprudencia constitucional que recalca el carácter temporal de 
estos encargos y la obligación de la administración de optimizar los recursos públicos. 

Informa que, la decisión de terminar los encargos se basó en un proceso de 
reorganización de la planta de personal ante la reducción y fluctuación de la matrícula 
registrada en el sistema SIMAT en los años 2024 y 2025. Esta medida respondió a 
criterios de igualdad, proporcionalidad y sostenibilidad financiera, con el fin de evitar un 
detrimento patrimonial y cumplir con los principios de eficiencia del gasto público, tal 
como lo establece la jurisprudencia del Consejo de Estado y la Corte Constitucional. 

Alega que la acción de tutela es improcedente por carecer de subsidiariedad, al existir 
vías judiciales ordinarias idóneas, como la jurisdicción laboral o contencioso-
administrativa, para resolver las reclamaciones sobre presuntos derechos vulnerados. 
Solicita al juez declarar la improcedencia de la tutela, la falta de legitimación por pasiva 
y, en consecuencia, ordenar el archivo de las diligencias en su contra. 

Por otra parte, atendiendo al requerimiento que realizó al despacho a la parte 
accionada mediante auto interlocutorio No. 1931 del 10 de septiembre de 2025 en el 
que se dispuso “(…)PRIMERO: ORDENAR a la ALCALDÍA MUNICIPAL DE POPAYÁN y 

SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEL MUNICIPIO DE POPAYÁN para que, efectué la NOTIFICACIÓN 
del presente trámite constitucional a las personas relacionadas en las resoluciones No. 20251700052024 
del 30-04-2025 y No. 20251700037104 del 07/04/2025, con la finalidad de que puedan intervenir en el 
mismo, si lo consideran pertinente. Dicha actuación deberá realizarla dentro de las VEINTICUATRO (24) 

HORAS siguientes a la notificación de este auto (…), concurrieron al presente trámite 
constitucional GUSTAVO ADOLFO MORALES MUÑOZ, CLAUDIA XIMENA PALACIO 
SANCHEZ, GRACIELA ENITH MUÑOZ PORRAS, ANA DEL CARMEN ASCUNTAR 
SANTACRUZ, SANDRA YANNETH COBO BOLAÑOS y JAIRO ALBERTO RENGIFO 
OSORIO, quienes se pronunciaron en los siguientes términos: 

El señor GUSTAVO ADOLFO MORALES MUÑOZ relata que fue designado mediante 
Resolución No. 20241700041394 del 31 de mayo de 2024 como Directivo Docente 
Coordinador en encargo por vacancia temporal, función que ejerció con idoneidad hasta 
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que, mediante las Resoluciones Nos. 20251700052024 y 20251700037104 de 2025, la 
Secretaría de Educación Municipal dio por terminado su encargo de manera abrupta, 
sin motivación suficiente y con defectos en la notificación. 

Considera que, esta terminación del encargo le causó un perjuicio funcional y 
económico al ser reintegrado a su cargo base de docente de aula, afectando su mínimo 
vital y el de su grupo familiar. El interviniente alega que su caso es sustancialmente 
similar al de la accionante original, ya que comparte los mismos hechos y vulneraciones 
de derechos, incluyendo la falta de un concurso de méritos para el encargo y la 
terminación injustificada del mismo. 

Señala que sus derechos fundamentales a la dignidad humana, al trabajo, al debido 
proceso, a la igualdad, al mínimo vital y a la estabilidad laboral relativa han sido 
vulnerados por los actos administrativos de la entidad accionada. Para fundamentar sus 
pretensiones, se ampara en la Constitución Política, leyes como la Ley 115 de 1994 y la 
Ley 909 de 2004, así como en jurisprudencia de la Corte Constitucional sobre la 
estabilidad en los encargos. 

Finalmente, solicita que se le amparen sus derechos, se revoquen las resoluciones que 
terminaron su encargo, se ordene su reincorporación al cargo de coordinador o uno de 
igual jerarquía y remuneración, y se le cancelen los salarios y prestaciones sociales 
dejados de percibir. Finalmente, pide que su permanencia esté sujeta a que el cargo no 
sea provisto en propiedad y que cualquier futura desvinculación cumpla con los 
requisitos jurisprudenciales. 

Por otra parte, los señores CLAUDIA XIMENA PALACIO SANCHEZ, GRACIELA ENITH 
MUÑOZ PORRAS, ANA DEL CARMEN ASCUNTAR SANTACRUZ, SANDRA 
YANNETH COBO BOLAÑOS y JAIRO ALBERTO RENGIFO OSORIO, actuando 
mediante el apoderado judicial JORGE ELIECER OREJUELA MOLANO (mismo de la 
señora CHANCHI GOLONDRINO), intervinieron en el presente trámite solicitando 
principalmente que se les reconozcan todas y cada una de las pretensiones propuestas 
por la señora CHANCHI GOLONDRINO y en consecuencia a ellos también les sean 
protegidos sus derechos fundamentales que, también consideran vulnerados por el 
actuar de las accionadas. 
 
6. PARA RESOLVER SE CONSIDERA. 

Competencia: De conformidad con lo establecido por el artículo 37 del Decreto 2591 
de 1991 y el artículo 1, numeral 1 del Decreto 1382 del 2000, somos competentes para 
conocer en primera instancia de la tutela que nos ocupa, porque la accionada es una 
entidad del orden municipal. 

Problemas jurídicos a resolver. Le corresponde a este Despacho Judicial, determinar 
si: ¿La presente acción de tutela cumple con los requisitos generales de procedencia?  

De ser así: ¿Vulneró la Secretaría de Educación Municipal de Popayán los derechos 
fundamentales de la poderdante al dar por terminado su encargo como Directivo 
Docente Coordinador? 

Solución a los problemas jurídicos planteados.  
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Procedencia de la acción de tutela. La Constitución Política de 1991, en su artículo 
86, consagró la acción de tutela como un mecanismo eficaz para que toda persona 
pueda reclamar, ante los jueces, en todo momento y lugar, la protección inmediata de 
sus derechos fundamentales, cuando quiera que estos resulten amenazados o 
quebrantados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares. 
Por excepción, esta acción sólo será procedente cuando el afectado no disponga de 
otro medio de defensa judicial, excepto en aquellos casos que se utilice como 
mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.  

En cuanto a los presupuestos de procedibilidad de la acción de tutela, se constata que: 

i) Legitimación en la causa por activa: El accionante se encuentra legitimado para 
interponer la acción de tutela, dado que actúa como apoderado judicial de CLAUDIA 
MARGARITA CHANCHI GOLONDRINO quien es la titular de los derechos 
fundamentales cuya protección pretende mediante esta acción de amparo. 

ii) Legitimación en la causa por pasiva: Se acredita frente a la accionada por ser a 
quien se le endilga la presunta vulneración y a los vinculado por tener interés directo en 
el resultado de la presente acción. 

iii) Inmediatez: La acción de tutela se formuló en un término prudente y razonable, 
teniendo en cuenta que la alegada vulneración de sus derechos fundamentales 
proviene del hecho de que presuntamente la terminación la terminación de su encargo 
como como Directiva Docente Coordinadora no se hizo en debida forma, por lo tanto la 
alegada vulneración es actual. 

iv) Subsidiariedad: Antes del análisis del caso concreto, el despacho tendrá en cuenta 
la regla general de subsidiariedad de la acción de tutela, en virtud de la cual esta resulta 
improcedente cuando existen otros mecanismos de defensa judicial previstos por el 
legislador para la protección de los derechos presuntamente conculcados, salvo que se 
pretenda evitar un perjuicio irremediable. 

De acuerdo con reiterada y uniforme jurisprudencia de la Corte Constitucional, en 
armonía con lo dispuesto por los artículos 86 de la Carta Política y 6º del Decreto 2591 
de 1992, la acción de tutela es un mecanismo judicial, para la protección inmediata de 
los derechos fundamentales, de carácter subsidiario. Ésta procede siempre que en el 
ordenamiento jurídico no exista otra acción idónea y eficaz para la tutela judicial de 
estos derechos. Por ejemplo, en la sentencia SU-961 de 2012 (M.P. Jorge Iván Palacio 
Palacio), la Corte enfatizó: “La acción de tutela no es un mecanismo alternativo o 
paralelo a los procedimientos ordinarios establecidos en la ley para la resolución de 
controversias, sino un remedio subsidiario que solo procede cuando no existan otros 
medios de defensa judicial idóneos y eficaces, o cuando, aun existiendo, no sean 
suficientes para evitar un perjuicio irremediable”. 

La Corte Constitucional ha reiterado que no siempre el juez de tutela es el primer 
llamado a proteger los derechos constitucionales, toda vez que su competencia es 
subsidiaria y residual, es decir procede siempre que no exista otro medio de defensa 
judicial de comprobada eficacia, para que cese inmediatamente la vulneración. Sobre el 
particular, en la sentencia T-753 de 2006 (M.P. Clara Inés Vargas Hernández), la Corte 
precisó: “Frente a la necesidad de preservar el principio de subsidiariedad de la acción de tutela, se ha 

sostenido que aquella es improcedente si quien ha tenido a su disposición las vías judiciales ordinarias de 
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defensa, no las utiliza ni oportuna ni adecuadamente, acudiendo en su lugar a la acción constitucional. 
Ello por cuanto que, a la luz de la jurisprudencia pertinente, los recursos judiciales ordinarios son 
verdaderas herramientas de protección de los derechos fundamentales, por lo que deben usarse 
oportunamente para garantizar su vigencia, so pena de convertir en improcedente el mecanismo 

subsidiario que ofrece el artículo 86 superior.” 

Entendida de otra manera, la acción de tutela se convertiría en un escenario de debate 
y decisión de litigios, y no de protección de los derechos fundamentales. Al respecto, en 
la Sentencia T-406 de 2005 (M.P. Jaime Córdoba Triviño), la Corte indicó: “Según esta 

exigencia, entonces, si existen otros medios de defensa judicial, se debe recurrir a ellos pues de lo 
contrario la acción de tutela dejaría de ser un mecanismo de defensa de los derechos fundamentales y se 
convertiría en un recurso expedito para vaciar la competencia ordinaria de los jueces y tribunales. De 
igual manera, de perderse de vista el carácter subsidiario de la tutela, el juez constitucional, en este 
ámbito, no circunscribiría su obrar a la protección de los derechos fundamentales, sino que se convertiría 
en una instancia de decisión de conflictos legales. Nótese cómo de desconocerse el carácter subsidiario 
de la acción de tutela se distorsionaría la índole que le asignó el constituyente y se deslegitimaría la 

función del juez de amparo.” 

En el caso sub examine, los actos administrativos atacados, como las Resoluciones No. 
20251700037104 del 7 de abril de 2025 y No. 20251700052024 del 30 de abril de 2025, 
son de carácter particular y concreto, y pueden ser controvertidos mediante recursos 
administrativos como la reposición y apelación en vía gubernativa (arts. 74-78 del 
CPACA, Ley 1437 de 2011), así como a través de la acción de nulidad y 
restablecimiento del derecho ante la jurisdicción contencioso-administrativa (art. 138 del 
CPACA), que permite incluso la suspensión provisional de los efectos del acto (art. 229 
del CPACA) y el restablecimiento de derechos laborales, incluyendo pagos de salarios y 
prestaciones.  Al respecto, la accionante no agotó estos mecanismos ni demostró su 
ineficacia, como lo requiere la jurisprudencia. 

En relación a la alegada falta de notificación personal de los actos administrativos, 
argumentada por la parte accionante como una vulneración al debido proceso, se 
observa que esta irregularidad, de existir, constituye un vicio procedimental que debe 
ser controvertido en la jurisdicción contencioso-administrativa, donde se puede 
examinar la validez de la comunicación vía oficio (POP2025EE006759 del 7 de mayo de 
2025) y su conformidad con el CPACA (art. 69, que permite notificaciones por edicto o 
aviso si no es posible la personal).  

La Corte Constitucional, en la Sentencia T-253 de 2020 (M.P. Gloria Stella Ortiz 
Delgado), ha establecido: "Improcedencia de la acción de tutela para resolver controversias 

derivadas de la notificación de actos administrativos dictados en el procedimiento de cobro coactivo", 
enfatizando que tales cuestiones deben resolverse en las vías ordinarias para no 
desnaturalizar el carácter subsidiario de la tutela. 

Adicionalmente, en la Sentencia T-156 de 2024 (M.P. José Fernando Reyes Cuartas), 
la Corte reiteró: "La Corte ha sostenido de manera general la improcedencia de la acción de tutela 

contra actos administrativos debido a la existencia de mecanismos ordinarios de control judicial, como la 
acción de nulidad y restablecimiento del derecho, que permiten un análisis exhaustivo de vicios como la 
falta de notificación adecuada, garantizando así el debido proceso sin necesidad de intervención 

constitucional inmediata". Por ende, la supuesta omisión en la notificación no justifica la 
procedencia de la tutela, ya que no se acredita que impida el acceso efectivo a los 
mecanismos ordinarios, pudiendo la accionante invocar dicha irregularidad en la 
jurisdicción contenciosa para suspender o anular los efectos de los actos. 
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Alunizo, la afirmación en el acto administrativo de que indica "contra dicha decisión no 

procede recurso alguno", como se alega en la tutela, esta indicación no impide la 
interposición de los recursos administrativos previstos por la Ley, ya que el CPACA (art. 
74), establece que contra los actos definitivos proceden los recursos de reposición y 
apelación, independientemente de lo que el acto pueda estipular erróneamente.  

La Corte Constitucional, en la Sentencia T-533 de 2014 (M.P. Luis Ernesto Vargas 
Silva), ha aclarado: "Conforme con el CPACA, por regla general, contra los actos definitivos proceden 

los recursos de reposición, apelación y queja", subrayando que la norma legal prevalece sobre 
cualquier declaración contraria en el acto, permitiendo al afectado impugnarlos en vía 
gubernativa antes de acudir a la jurisdicción. 

La jurisprudencia constitucional, al respecto, ha indicado que el perjuicio ha de ser 
inminente, esto es, que amenaza o está por suceder prontamente; las medidas que se 
requieren para conjurar el perjuicio irremediable han de ser urgentes; no basta cualquier 
perjuicio, se requiere que este sea grave, lo que equivale a una gran intensidad del 
daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona; la urgencia y la 
gravedad determinan que la acción de tutela sea impostergable, ya que tiene que ser 
adecuada para restablecer el orden social justo en toda su integridad. En la sentencia 
T-225 de 1993 (M.P. Vladimiro Naranjo Mesa), la Corte estableció estos criterios, 
precisando: “El perjuicio irremediable se presenta cuando la vulneración o amenaza de 
los derechos fundamentales genera un daño grave e inminente que no puede ser 
reparado por otros medios, requiriendo una intervención inmediata del juez de tutela”. 

Puntualizando, se puede indicar que, de acuerdo con el principio de subsidiariedad de 
la acción de tutela, ésta resulta improcedente cuando es utilizada como mecanismo 
alternativo de los medios judiciales ordinarios de defensa previstos por la Ley. Sin 
embargo, en los casos en que existan medios judiciales de protección ordinarios al 
alcance del actor, la acción de tutela será procedente si el juez constitucional logra 
determinar que: (i) los mecanismos y recursos ordinarios de defensa no son 
suficientemente idóneos y eficaces para garantizar la protección de los derechos 
presuntamente vulnerados o amenazados; (ii) se requiere el amparo constitucional 
como mecanismo transitorio, pues, de lo contrario, el actor se vería frente a la 
ocurrencia inminente de un perjuicio irremediable frente a sus derechos fundamentales; 
y, (iii) el titular de los derechos fundamentales amenazados o vulnerados es sujeto de 
especial protección constitucional. 

Descendiendo al caso concreto, el Despacho advierte que la acción no se enmarca en 
el supuesto (i), debido a que, la acción de tutela NO es el único medio de protección de 
los derechos presuntamente vulnerados por la accionada, en realidad, la accionante no 
acudió a los mecanismos ordinarios idóneos y eficaces antes de acudir a la vía de 
tutela. En particular, las controversias sobre estabilidad laboral en encargos docentes 
deben ventilarse preferentemente en la jurisdicción contencioso-administrativa, como lo 
reitera la Sentencia T-583 de 2006 (M.P. Álvaro Tafur Galvis): “La tutela no procede para 

resolver disputas laborales cuando existen vías ordinarias que permiten un examen exhaustivo de los 

actos administrativos, como la acción de nulidad y restablecimiento, salvo perjuicio irremediable”. 

En tal sentido, no puede prescindir del mecanismo ordinario para solicitar que sea 
REVOCADO el acto administrativo que termina el encargo, pues ello comportaría la 
desnaturalización de la acción de tutela como un mecanismo subsidiario y lo convertiría 
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en principal. La Sentencia SU-917 de 2010 (M.P. Jorge Iván Palacio Palacio) es 
especialmente relevante aquí, al afirmar sobre los encargos en cargos directivos 
docentes: “Los encargos son transitorios y supeditados a la necesidad del servicio; no generan 

derechos adquiridos indefinidos, y su terminación, motivada en eficiencia administrativa como la 
reorganización por fluctuación de matrícula, no vulnera derechos fundamentales si se reintegra al cargo 

base, preservando la continuidad laboral”. 

Así mismo, concluye esta judicatura que la acción tampoco se enmarca en el supuesto 
(ii), pues la tutelante no logró demostrar la existencia de un perjuicio inminente, urgente, 
grave e impostergable. El alegado perjuicio es principalmente económico (reducción 
salarial temporal inherente al encargo), remediable mediante indemnizaciones en la vía 
contenciosa, sin evidencia de afectación al mínimo vital que exija intervención 
inmediata. Como lo expone la sentencia T-1040 de 2001 (M.P. Jaime Araújo Rentería): 
“La estabilidad laboral relativa en provisionalidad implica que la terminación no es arbitraria si se justifica 

en parámetros legales, como los establecidos en el Decreto 3020 de 2002 para designación de 
coordinadores según número de estudiantes, y no configura perjuicio irremediable si el servidor regresa a 

su cargo en propiedad”. 

Así las cosas, no se observa dentro del plenario que se haya iniciado acción 
administrativa o similar que esté afectando gravemente el patrimonio de la accionante, o 
menoscabe los derechos fundamentales al debido proceso, mínimo vital, vida digna, al 
trabajo, entre otros aquí alegados. En efecto, del análisis del recuento fáctico y del 
acervo probatorio no es posible arribar a esa conclusión, pues no se aportó prueba que 
permita concluir una afectación de tal magnitud que hagan de la tutela el mecanismo 
principal para evitar dichas vulneraciones. Las pruebas aportadas, como la cédula de 
ciudadanía y las resoluciones administrativas, no demuestran vulnerabilidad extrema, a 
diferencia de casos como la tutela T-064 de 2025 proferida por la H. Corte 
Constitucional, donde se protegió a una madre cabeza de familia con problemas de 
salud. 

En cuanto al supuesto (iii), no se observa que la accionante presente condiciones 
físicas, económicas o sociológicas que la diferencien de los otros, es decir que se 
encuentre en circunstancia de debilidad manifiesta, para que se convierta en un sujeto 
de especial protección, con relación a este proceso en particular. La accionante, una 
docente en propiedad con maestría no acredita ser sujeto de especial protección 
constitucional (e.g., no prueba ser madre cabeza de familia o en condición de 
discapacidad), como lo exige la sentencia SU-159 de 2000 (M.P. Alejandro Martínez 
Caballero): “La tutela procede excepcionalmente para sujetos vulnerables cuando los mecanismos 

ordinarios no garantizan protección inmediata, pero requiere prueba concreta de tal condición”. 

Así las cosas, se señala que el accionante, no logra acreditar su condición de persona 
de especial protección, para que se cumpliera con este requisito. En síntesis, las 
pretensiones del accionante (en lo relacionado con la presunta vulneración al debido 
proceso, estabilidad laboral relativa y mínimo vital) no tienen vocación de prosperidad, 
teniendo en cuenta que no compareció ante la jurisdicción contenciosa administrativa a 
fin de resolver la situación aquí descrita. El Consejo de Estado, en sentencia del 27 de 
junio de 2013 (rad. 25000-23-25-000-2004-00364-01), ha respaldado que la 
optimización de la planta por reducción de matrícula (datos SIMAT) justifica 
terminaciones de encargos para evitar detrimento patrimonial, sin vulnerar derechos. 
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De ahí que se concluya que no es del resorte del Juez constitucional, y más en este 
trámite, entrar a dirimir controversias de esta estirpe, máxime cuando no se puede 
desplazar la competencia atribuida a los Jueces administrativos, los cuales son eficaces 
para garantizar los derechos fundamentales en los procesos de lo contencioso 
administrativo. Teniendo en cuenta lo expuesto previamente, el despacho declarará la 
improcedencia del amparo frente a la presunta vulneración a los derechos 
fundamentales invocados, debido a que no cumple con los requisitos de procedibilidad, 
establecidos por el principio de subsidiariedad de la acción de tutela.  

Ahora bien, respecto del derecho fundamental de petición, aunque no es el eje principal 
de la tutela, se ha estimado que nuestro ordenamiento jurídico no tiene previsto un 
medio de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la acción de tutela, como lo 
indica la sentencia T-077 de 2018 (M.P. José Fernando Reyes Cuartas): “Quien resulte 

afectado por la vulneración de este derecho no dispone de ningún mecanismo ordinario, por lo que puede 

acudir directamente a la tutela”. Sin embargo, en el sub examine, no se alega vulneración 
expresa a este derecho, por lo que esta instancia se relevara de estudiar la infracción a 
esta garantía constitucional. 

Teniendo en cuenta lo expuesto previamente, el Despacho declarará la improcedencia 
de este pedimento, debido a que no cumple con los requisitos de procedibilidad, 
establecidos por el principio de subsidiaridad de la acción de tutela. Sin perjuicio de 
que, si lo considera conveniente y oportuno, inicie las acciones contencioso 
administrativas correspondientes, que admite como medida provisional la suspensión 
de los efectos del acto administrativo demandado. 

Al no superarse tal requisito como presupuesto general de la acción, no se estudiará el 
segundo problema jurídico para el cual se exigía que el primer planteamiento hubiera 
sido positivo.  

7. DECISIÓN. 
 
En mérito de lo expuesto, el JUZGADO PRIMERO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS 
CAUSAS LABORALES DE POPAYÁN, administrando justicia en nombre del Pueblo y 
por mandato de la Constitución, 
 

RESUELVE: 

PRIMERO: DECLARAR IMPROCEDENTE la acción de tutela interpuesta por CLAUDIA 
MARGARITA CHANCHÍ GOLONDRINO contra la ALCALDÍA MUNICIPAL DE 
POPAYÁN - SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEL MUNICIPIO DE POPAYÁN, por las 
razones expuestas en precedencia. 

SEGUNDO: ORDENAR a la ALCALDÍA MUNICIPAL DE POPAYÁN y SECRETARÍA 
DE EDUCACIÓN DEL MUNICIPIO DE POPAYÁN para que, efectué la NOTIFICACIÓN 
de la presente providencia a las personas relacionadas en las Resoluciones No. 
20251700052024 del 30 de abril de 2025 y No. 20251700037104 del 07de abril de 
2025. 

TERCERO: NOTIFICAR esta providencia a las partes personalmente o por cualquier 
otro medio de comunicación previsto en el artículo 30 del decreto 2591 de 1991. 
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Contra la presente determinación es procedente la impugnación, que se deberá hacer, 
si se considera pertinente, dentro de los tres (3) días siguientes a la notificación de este 
fallo, sin perjuicio de su cumplimiento inmediato. 

CUARTO: SI el FALLO aquí resuelto no fuere impugnado, se enviará lo actuado a la 
Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión. 
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